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Resumen:  el presente artículo realiza en forma inicial una des-
cripción histórica del amparo en Guatemala, enfocándolo des-
de el ámbito de protección, para luego analizar el alcance que 
poseen las sentencias que acogen la protección solicitada, des-
cribiéndose cómo ha evolucionado el alcance de la sentencia de 
amparo, a lo largo de los 39 años de vigencia de la Constitución 
Política de la República de Guatemala.  

Inicialmente se estudian los casos que encuadran en los efectos 
previstos en la Ley de la materia, para la sentencia estimatoria 
de amparo, luego se describen las variantes que han posibilita-
do la ampliación de sus efectos.  Entre ellas, amparos promo-
vidos por el Procurador de los Derechos Humanos en defensa 
de toda la población o de un sector de ella, así como instados 
a favor de una colectividad y casos en los que un ciudadano 
reclama en defensa de la institucionalidad del Estado, respecto 
de actos que tendrán efectos respecto de toda la población.  Se 
estudian también sentencias de amparo con efectos normati-
vos, así como las que cuestionan normas jurídicas.
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Abstract: this article begins with a historical overview of am-
paro in Guatemala, focusing on its protective function; then 
analyzes the extent of the rulings that grant the requested pro-
tection, describing how the scope of amparo rulings has evol-
ved over the 39 years of the validity of the Political Constitu-
tion of the Republic of Guatemala.

Subsequently, the article examines cases that align with the 
effects provided for in the relevant Law for favorable amparo 
ruling, and then explores the variations that have allowed the 
expansion of these effects. These include are amparos promo-
ted by the Human Rights Ombudsman in defense of the entire 
population or specific sectors, as well as those filed in favor of 
a community and cases in which a citizen claims in defense of 
the state’s institutional integrity, regarding acts that will have 
effects on the entire population. Normative effect judgments 
are also studied, as well as those that challenge legal norms.
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su otorgamiento. IV. Conclusiones. Referencias.

I. Antecedentes del amparo en Guatemala

El amparo se reconoció en Guatemala mediante el Decreto 7 de 
la Asamblea Nacional Constituyente, el cual reformó en 1921 la 
Ley Constitutiva de la República,1 decretada por la Asamblea Na-

1	 En 1920 derivado de la crisis del régimen de Estrada Cabrera, se produjo 
una reacción democratizadora, y en octubre de ese año se convocó a una 
constituyente que introdujo reformas para garantizar mejor los derechos 
individuales, fortalecer la separación e independencia de poderes. Víd. 
García Laguardia, Jorge Mario, Breve historia constitucional de Guatemala, 
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cional Constituyente el 11 de diciembre de 1879.  Mediante esa 
reforma se reconoció el derecho de amparo, sin aún especificar-
se casos de procedencia ni supuestos de exclusión de la referi-
da garantía, lo que se amplió en las siguientes reformas de 1927 
señalando algunos casos de procedencia y abarcando el actual 
ámbito de la exhibición personal, de similar forma se reguló en 
la siguiente Constitución de 1945.  En las Constituciones de la 
República de Guatemala de 1956 y de 1965 se reconocen como 
garantías independientes, el amparo y la exhibición personal, ex-
cluyéndose de los casos de procedencia de amparo, los asuntos 
del orden judicial.2  

Con posterioridad a un golpe de Estado ocurrido el 23 de 
marzo de 1982, quedó sin vigencia la Constitución y surgió un 
proceso de transición democrática3.  Se promulgó el 31 de mayo 
de 1985 la Constitución Política de la República de Guatemala ac-
tualmente vigente.  Respecto de este texto, afirma el jurista Jorge 
Mario García Laguardia:  

[…] Dictada en un momento de euforia democrática, al final de un 
largo período muy oscuro de gobiernos autoritarios, en su mayo-
ría militares, es totalmente legítima, producto de un cuerpo cons-
tituyente libremente electo, en el que las distintas fuerzas, ninguna 
mayoritaria, tuvieron que realizar permanentes negociaciones para 
obtener consensos y definiciones; y su preocupación central es la 
de establecer la consagración y garantías de los Derechos Humanos, 
en un sistema democrático y que siempre estuvo presente la pre-
ocupación por el pasado autoritario que se pretendía rebasar […].4 

Guatemala, Editorial Universitaria, Universidad de San Carlos de Guatema-
la, 2010, p. 76. 

2	 En la Constitución de 1965 se estableció esta exclusión respecto de las 
partes y personas que intervienen en ellos. Podía promoverse cuando no 
se hubiera dictado sentencia, contra infracciones al procedimiento en que 
incurriera la Corte Suprema de Justicia.    

3	 Víd. García Laguardia, Jorge Mario, op. cit., p. 99  Al respecto señala el autor 
relacionado que:  “Esta Asamblea Constituyente dictó antes de disolverse, 
además de la Constitución, la Ley Electoral y de Partidos Políticos y la Ley 
de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad”. 

4	 Ibidem, p. 100.

385 | 

El alcance de la sentencia de amparo en Guatemala



La Constitución de 1985 reconoce su carácter democrático 
y garantista de los derechos humanos al afirmar en esta desde 
su preámbulo la primacía de la persona humana como sujeto y 
fin del orden social, al Estado como responsable de promover el 
bien común, la consolidación del régimen de legalidad, seguri-
dad, justicia, igualdad, libertad y paz, así como el impulso por la 
plena vigencia de los Derechos humanos. El texto constitucional 
contiene un amplio catálogo de Derechos Humanos individuales, 
sociales, cívicos y políticos, así como disposiciones que posibili-
tan la ampliación de este catálogo, dentro de las que se encuen-
tra una cláusula abierta —artículo 44— y la previsión de la pre-
eminencia sobre el derecho interno de tratados y convenciones 
aceptados y ratificados por Guatemala en materia de derechos 
humanos —artículo 46—. 

Además del amplio reconocimiento de los Derechos huma-
nos se establecen las garantías constitucionales y dentro de estas, 
el amparo del cual se prevé: 

Artículo 265:  Procedencia del amparo.  Se instituye el amparo con 
el fin de proteger a las personas contra las amenazas de violaciones 
a sus derechos o para restaurar el imperio de los mismos cuando 
la violación hubiere ocurrido.  No hay ámbito que no sea suscep-
tible de amparo, y procederá siempre que los actos, resoluciones, 
disposiciones o leyes de autoridad lleven implícitos una amenaza, 
restricción o violación a los derechos que la Constitución y las leyes 
garantizan. 

La amplitud del amparo en Guatemala es evidente.  Al res-
pecto, señala el autor Edmundo Vásquez Martínez, que derivado 
de lo establecido en la Constitución y Ley de Amparo, Exhibición 
Personal y de Constitucionalidad (en adelante LAEPyC), el am-
paro es un derecho humano y es un proceso.  Derecho humano 
porque se tiene la potestad reconocida por el ordenamiento ju-
rídico como inherente a la dignidad humana de reclamar y obte-
ner medidas concretas de protección. Como proceso porque “es 
el instrumento mediante el cual el Estado, incitado por el ejer-
cicio del derecho de amparo, actúa las pretensiones de protec-
ción jurisdiccional de los derechos humanos, y dicta las medidas 
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concretas de tutela correspondientes”5. Análisis de interés dada 
su amplitud, pudiéndose estimar el “derecho de amparo” viabi-
lizaría mediante su promoción el reclamo del resto de Derechos. 
La Constitución lo reconoce como una “garantía constitucional”, 
que posibilita la protección de los demás derechos.6 

Una profunda diferencia entre la regulación del amparo en la 
Constitución de 1965 frente a la de 1985, estriba en que en esta 
última no se establecen casos de improcedencia, contrario a ello 
se prevé en su texto que “no hay ámbito que no sea susceptible 
de amparo”, evidenciándose su amplitud. Si bien, se enumeran 
casos de procedencia, estos no son limitativos, porque se esta-
blece su procedencia “entre otros casos”, lo que ha permitido 
considerarlos jurisprudencialmente como “numerus apertus” 
los enumerados. Otro tema de relevancia es la procedencia del 
amparo en materia judicial y administrativa, cuya condición, es 
que se promueva después de que el interesado haya hecho uso 
de los recursos establecidos en la ley de la materia, si subsiste la 
amenaza, restricción o violación a los derechos que la Consti-
tución y las leyes garantizan. Lo anterior permite evidenciar el 
amplio reconocimiento que en la actualidad posee el amparo en 
Guatemala. 

5	 Vásquez Martínez, Edmundo, “El proceso de amparo en Guatemala”, Bole-
tín Mexicano de Derecho Comparado, vol. 1, núm. 91, 1998, https://revistas.
juridicas.unam.mx/index.php/derecho-comparado/article/view/3533

6	 Al respecto, señala el autor Manuel Mejicanos Jiménez que: “Existe sufi-
ciente fundamento, tanto en normativa convencional internacional como 
en la nacional, que permite sustentar que el amparo es una garantía cuya 
eficacia propicia el goce de derechos y principios reconocidos en la Cons-
titución, en tratados internacionales de derechos humanos y las leyes del 
país, garantía que se hace valer ante los órganos jurisdiccionales por medio 
del derecho a solicitar tutela judicial para la protección de esos derechos 
y principios establecidos en los ordenamientos jurídicos antes menciona-
dos”. Víd. Mejicanos Jiménez, Manuel de Jesús, “El amparo en Guatemala 
¿mantiene actualmente su naturaleza jurídica de garantía con la que fue 
instituido en el ordenamiento constitucional?”, Opus Magna Constitucio-
nal, t. XVII, 2021, p. 183, https://opusmagna.cc.gob.gt/index.php/revista/
article/view/48/41 
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II. La sentencia de amparo

Las sentencias dictadas en los procesos constitucionales difieren de las 
proferidas en la jurisdicción ordinaria por la materia que protegen, así 
como por sus efectos, ya que las primeras verificarán la ocurrencia o 
no de una lesión constitucional, y dictarán las decisiones necesarias 
para mantener la plena vigencia de la Ley Fundamental, profiriéndose 
en ocasiones con efectos generales, variando según el proceso 
constitucional en el que son dictadas.  En la jurisdicción ordinaria van 
dirigidas a dirimir un asunto surgido entre los sujetos procesales que 
intervienen en él. 

Citando a Domingo García Belaúnde y Gerardo Eto Cruz, 
puede afirmarse que: 

[…] sentencia constitucional es toda aquella resolución que pone 
punto final a un proceso constitucional, sea en sede judicial, sea en 
sede constitucional.  Pero con carácter de firme. El TC ha precisado 
por su parte que las sentencias constitucionales son aquellos actos 
procesales emanados de un órgano adscrito a la jurisdicción espe-
cializada, mediante las cuales se pone fin a la litis, cuya tipología se 
deriva de alguno de los procesos previstos en el Código Procesal 
Constitucional.7   

Definitivamente, la particularidad de las sentencias dictadas 
en los procesos constitucionales irá dirigida a proteger derechos 
humanos lesionados o a garantizar la plena vigencia de la parte 
orgánica de la Constitución, cuando se denuncia su contraven-
ción. 

En el caso guatemalteco, las sentencias de amparo proferidas 
por la Corte de Constitucionalidad poseen suma relevancia, ya 

7	 García Belaunde, Domimgo y Eto Cruz, Gerardo, “Efectos de las sentencias 
constitucionales en Perú”, Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, 
núm. 12, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales,  2008, 
enero/diciembre 2008, p. 266, https://www.cepc.gob.es/sites/default/fi-
les/2021-12/27230domingogarciabelaundeygerardoetocruzaijc12.pdf 
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que no solo constituyen decisiones en el caso concreto en el cual 
se dictan, sino que además de dirimir el conflicto constitucional 
planteado poseen carácter de inimpugnables, y generan efectos 
jurisprudenciales.8  

Al respecto, establece el artículo 42 de la LAEPyC que al pro-
nunciar sentencia el Tribunal de amparo examinará los hechos, 
analizará las pruebas y actuaciones y todo aquello que formal, real 
y objetivamente resulte pertinente; examinará todos y cada uno 
de los fundamentos de derecho aplicables hayan sido o no alega-
dos por las partes. En la interpretación realizará también el análi-
sis doctrinal y jurisprudencial “otorgando o denegando el ampa-
ro” con el objeto de proteger los derechos humanos lesionados.  
En el caso de la sentencia denegatoria de amparo, la ley impone 
también el pronunciamiento sobre las costas y multa al abogado 
patrocinante.  Ahora bien, las que serán objeto de análisis en esta 
investigación son las que otorgan amparo, para lo cual el artículo 
49 de la LAEPyC prevé como efectos, según sea el caso: a) dejar 
en suspenso el acto reclamado, y en su caso, restablecer la situa-
ción jurídica afectada; b) fijar un término razonable para que cese 
la demora si el caso fuere de retardo en resolver y c) cuando se re-
clame por omisión de emitir reglamentación, se fijarán las bases o 
elementos de aplicación para resolver el caso concreto.  

En el caso guatemalteco, no se regula algún tipo de amparo 
colectivo o de efectos generales, por lo que en la Ley no se pre-
vén específicamente efectos generales.  Se ha reconocido legiti-
mación activa al Ministerio Público y al Procurador de los Dere-
chos Humanos para interponer amparo a efecto de proteger los 
intereses que les han sido encomendados. 

III. Sentencias de amparo según 
 los efectos de su otorgamiento

Como se precisó, en Guatemala, el amparo abarca una amplia 
protección.  Al establecerse que “no hay ámbito que no sea sus-

8	 El artículo 190 de la LAEPyC establece que las resoluciones dictadas en 
estos procesos son de efecto declarativo y no causan excepción de cosa 
juzgada, sin perjuicio de las disposiciones relativas a la jurisprudencia. 
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ceptible de amparo” se plantea contra las más variadas situacio-
nes en las que se reprocha a determinada autoridad lesión a dere-
chos constitucionales.  

Esa amplitud se presenta en cuanto a derechos que se pro-
tegen, ámbitos en los que surte sus efectos, sujetos legitimados 
para promoverlo, y según esa variedad de aspectos, se dictarán 
sentencias en las cuales los efectos también serán diversos. 

Por ello se procederá analizar “el alcance” de la sentencia de 
amparo en los casos en los cuales este se otorga, comentando la 
evolución de esta protección desde los primeros años de funcio-
nes de la Corte de Constitucionalidad en 1986, a la fecha (2025), 
casi cuarenta años después.  De esa cuenta, al analizar el alcance 
de las sentencias, podrían mencionarse: 

3.1. Sentencias cuyos efectos 
 derivan de los expresamente previstos 

 en el artículo 49 de la LAEPyC

La referida disposición prevé como consecuencia del otorga-
miento del amparo, dejar en suspenso en cuanto al reclamante el 
acto impugnado, fijar término razonable para que cese la demora 
si el caso fuere de retardo en resolver, y cuando se reclama con-
tra la omisión en la emisión de disposiciones reglamentarias se 
establecerán las bases o elementos de aplicación al caso concreto. 
Con relación a la suspensión del acto reclamado, si bien en la 
actualidad este supuesto es el más frecuente en casos de otorga-
miento del amparo, no siempre fue fácil su aplicación, como ocu-
rrió al inicio de las funciones de la Corte de Constitucionalidad, 
al conocer respecto de decisiones adoptadas por la Corte Supre-
ma de Justicia9. Respecto de la omisión de resolver se ordena que 

9	 Puede citarse dentro de las primeras sentencias el expediente 8-1986 en 
el que se cuestionaba una resolución de la CSJ que no accedió a conocer 
el fondo de un recurso de casación con base en criterios formales referen-
tes a la petición y mediante amparo se dejó en suspenso esa decisión y se 
ordenó el conocimiento de fondo del caso.  Tal decisión no fue de fácil 
ejecución, al encontrarse la CSJ frente a una orden de dictar una nueva 
decisión en un asunto de su competencia.  En la actualidad, las decisiones 
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cese la omisión fijando término para ello, el cual será el de ley y 
de no haberlo, el plazo máximo de 30 días que prevé el artículo 28 
constitucional.10   Ahora bien, con relación a la omisión de emitir 
disposiciones reglamentarias, la norma prevé que el Tribunal de 
Amparo establezca las bases o elementos de aplicación de la ley 
al caso concreto. Este supuesto es el menos frecuente de los efec-
tos expresamente establecidos del amparo. Resulta interesante 
mencionar que los efectos dados por el Tribunal Constitucional 
han sido el que “cese la demora”, en la emisión de las disposi-
ciones reglamentarias, ordenando a la autoridad cuestionada que 
las emita.  Al efecto pueden citarse tres casos, siendo ellos el re-
clamo contra la Corte Suprema de Justicia por omitir la emisión 
del Reglamento previsto en el artículo 216 del Código Procesal 
Penal, que posibilitaría la indemnización de gastos —viáticos— 
para testigos que debieran declarar fuera del lugar de residen-
cia;11 el cuestionamiento al Presidente de la República y Ministro 
de Salud Pública y Asistencia Social, por omitir la emisión del 
Reglamento de la Ley para la Maternidad Saludable12 y la omi-
sión de elaborar el Reglamento de la Ley protectora de la ciudad 
de Antigua Guatemala, y someterlo a aprobación del Organismo 
Ejecutivo, por parte del Consejo Nacional para la protección de 
la Antigua Guatemala. En todos estos el alcance del otorgamiento 
del amparo fue ordenar que cesara la demora debiendo emitir el 
Ejecutivo la disposición reglamentaria en el plazo de 6 meses.13  
Se observa en estos casos que tanto en el planteamiento se de-
nuncia la omisión de dictar la disposición reglamentaria y por 
lo tanto, en la sentencia no se analiza la afectación directa hacia 
una persona, habiendo sido su efecto la emisión de la disposición 
reglamentaria. 

que dejan en suspenso un acto reclamado se dictan respecto de diferentes 
autoridades, entre ellas, el Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

10	 Un ejemplo de este supuesto se produjo en el amparo 4707-2017 de la Cor-
te de Constitucionalidad cuya sentencia de 11 de mayo de 2018 otorgó la 
protección constitucional frente al reproche a la Dirección General de Tra-
bajo por omitir pronunciarse respecto del reconocimiento de personalidad 
jurídica y aprobación de estatutos de un sindicato. 

11	 Expediente 2715-2010 CC, sentencia de 27 de julio de 2011.
12	 Expediente 3502-2011 CC, sentencia de 20 de marzo de 2012. 
13	 Expediente 5593-2016 CC, sentencia de 05 de junio de 2018. 
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3.2. Sentencias dictadas dentro de amparos  
instados por el Procurador de los Derechos  

Humanos, a favor de la generalidad de personas

En Guatemala no se regula un amparo colectivo, sin embargo, 
desde los primeros años de funciones de la Corte de Consti-
tucionalidad, se ha reconocido la legitimación del Procurador 
de los Derechos Humanos para defender los intereses difusos 
de la población o de una colectividad, ello con fundamento en 
la normativa constitucional.  Por ende, de otorgarse el amparo 
sus efectos se dirigen a toda la población o hacia la colectivi-
dad respecto de la que reclama. Ello evidencia la ampliación 
del alcance de la sentencia de amparo no únicamente dirigida 
al reclamante.  

Uno de los primeros casos de reclamo en defensa de los de-
rechos de toda la población fue un reproche formulado a la em-
presa de energía eléctrica por haber realizado ajustes al pliego 
tarifario de servicio público de electricidad sin seguir los pro-
cedimientos legalmente establecidos.  El otorgamiento dejó sin 
efecto legal dicho ajuste, debiéndose abonar a la cuenta de los 
consumidores lo cobrado con base en este.14 Otro caso intere-
sante fue el instado contra el Ministro de Salud ante la amenaza 
de que se violaran los derechos a la vida y a la salud de las mu-
jeres debido a la actitud omisa de diseñar e implementar polí-
ticas y programas para prevenir el cáncer cérvico uterino y la 
negativa de proporcionar la vacuna de prevención de esa enfer-
medad para aquellas mujeres que previamente manifestaran su 
consentimiento libre, consciente e informado para ello15, cuya 
protección fue otorgada, vinculando al Estado para elaborar los 
estudios y planes necesarios para la prevención de la citada en-
fermedad.  Los casos reseñados, instados por el Procurador de 
los Derechos Humanos, evidencian la amplitud del ámbito de 
protección del amparo. 

14	 Expediente 1398-96 CC, sentencia de 19 de diciembre de 1996.  
15	 Expediente 4048-2012 CC, sentencia de 23 de mayo de 2013. 
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3.3. Sentencias con efectos hacia la generalidad,  
promovidas por ciudadanos cuestionando actos u  

omisiones que afectan a la totalidad de los habitantes 
 del país por concernir a la institucionalidad del Estado

Se ha presentado la situación en la cual un ciudadano reclama la 
legitimación para cuestionar actos u omisiones que afectan a la 
generalidad de habitantes, en casos como la integración de Orga-
nismos del Estado. Inicialmente el Tribunal Constitucional reco-
noció la legitimación activa para cuestionar actos que atentaran 
contra la “institucionalidad del Estado”, como la conformación 
de la Corte Suprema de Justicia y las magistraturas del Organis-
mo Judicial.  En ese caso se consideró que si bien la regla es la 
existencia de un agravio personal y directo, pueden haber situa-
ciones 

[…] en las que el interés legítimo trasciende a una especial rele-
vancia constitucional, que no puede ser vista desde una óptica 
individualista, que tiene respaldo en lo establecido en el inciso b) 
del artículo 135 constitucional16, de manera que ese interés deberá 
entonces determinarse en función del objeto jurídico de la preten-
sión, promovida por quien también es titular de derechos funda-
mentales y libertades públicas.17   

 Los efectos de las sentencias han sido diversos, pero en caso 
de otorgar la protección constitucional sus efectos son generales 
y dirigidos a superar la situación institucional cuestionada.18 En 
una resolución de reciente data, dictada el 14 de diciembre de 

16	 El artículo 135 de la Constitución Política de la República de Guatemala 
se refiere a los derechos y deberes de los guatemaltecos, y su literal b) 
preceptúa el de “Cumplir y velar, porque se cumpla la Constitución de la 
República”. 

17	 Dentro de los amparos en los cuales se ha reconocido esa legitimación se 
encuentran el 3635-2009 CC, sentencia de 11 de febrero de 2010; expe-
diente 3634-2009 CC, sentencia de 25 de marzo de 2010 y expediente 461-
2014, sentencia de 07 de marzo de 2014, entre otros. 

18	 En el expediente 3635-2009, se denunciaba la amenaza de que el Congreso 
de la República eligiera magistrados de Salas de la Corte de Apelaciones y 
de Corte Suprema de Justicia, por el sistema de planillas y no analizando y 
votando en forma individual por cada uno de los candidatos.
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2023, dentro del expediente 6175-2023, se reclamó contra varias 
autoridades, entre estas, el Presidente de la República y el Con-
greso de la República, ante la amenaza de que se desobedeciera la 
voluntad popular expresada en las elecciones, mediante acciones 
u omisiones que afectaran la toma de posesión de funcionarios 
electos, como: el Presidente y Vicepresidenta de la República 
y diputados al Congreso de la República.19 El amparo se otorgó 
conminándose al Congreso de la República a que garantizara la 
efectiva toma de posesión de todo funcionario electo en el pro-
ceso 2023 conforme los decretos de oficialización y validación 
de resultados emitidos por el Tribunal Supremo Electoral.  Lo 
anterior evidencia otro caso de ampliación del alcance de las sen-
tencias de amparo. 

3.4. Sentencias con efectos hacia una agrupación 
 en amparos solicitados por una asociación o colectividad

Además de los casos ya señalados “Procurador de los Derechos 
Humanos, y ciudadanos ante afectaciones a la institucionalidad 
democrática”, también se han formulado reclamos por parte de 
agrupaciones en defensa de los derechos de sus agremiados, lo 
que, de acogerse, se realiza en beneficio de los integrantes de 
estas agrupaciones. 

Uno de los primeros casos se produjo en 2006, mediante la 
promoción de un amparo en el que asociaciones que agrupaban 
a personas con discapacidad, reclamaron contra la Corporación 
Municipal de Guatemala por la inexistencia de infraestructura 
en las paradas de autobuses que les permitieran abordarlos, lo 
que incumplía reglas universales de accesibilidad para personas 
con discapacidad, además de darse falta de normativa al respec-
to.  El amparo se otorgó y se conminó a la autoridad municipal a 

19	 Se consideró la existencia de un interés supraindividual cuando se pre-
tende tornar positiva la preceptiva orgánica contenida en la Constitución 
Política de la República. Se estimó que será el Tribunal de Amparo el que 
ponderará de manera prudente los casos en los cuales se reconoce a una 
persona individual o jurídica la legitimación extraordinaria para promover 
amparo y que ello no debe obedecer a desacuerdos particulares con la elec-
ción de determinado funcionario.
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adoptar medidas que tomaran en consideración el acceso de las 
personas con discapacidad en las nuevas construcciones, remo-
delaciones, ampliaciones de las aceras y paradas de autobuses.20 
La protección anterior posibilitó una protección hacia la colec-
tividad reclamante y no a una persona en lo particular. El trans-
porte colectivo que sería instalado cuando se formuló el reclamo 
“transmetro”, cumplió con lo ordenado. 

Se han promovido también amparos por parte de asociacio-
nes que agrupan pacientes con determinada afección, quienes 
reclaman medicamentos o tratamiento determinado, por lo que 
al otorgase la protección, los efectos van dirigidos a favor de la 
colectividad reclamante.21   Puede mencionarse también dentro 
de este grupo de peticiones, la efectuada por el Colegio de Abo-
gados y Notarios de Guatemala, al reclamar contra la administra-
ción tributaria el desabastecimiento de timbres fiscales, lo que 
imposibilitaba pagar los impuestos derivados de los contratos 
autorizados notarialmente, afectando a los agremiados en el ejer-
cicio de su profesión. La sentencia proferida ordenó mantener el 
abastecimiento de timbres fiscales.22  

Lo anterior permite evidenciar cómo ha trascendido el efecto 
personal y directo previsto doctrinaria y legalmente en casos en 
los cuales el reclamo abarca a más de una persona y encuadra en 
alguno de los supuestos en los que se ha reconocido esta legiti-
mación activa. 

3.5. Sentencias con efectos temporales

En Guatemala se han producido múltiples casos en los cuales los 
propietarios de bienes inmuebles denuncian haber sido despoja-

20	 Sentencia de 25 de abril de 2007, proferida en el expediente 2863-2006.
21	 Se decidió que bajo la responsabilidad de la Asociación amparista podría 

proveerse el medicamento que solicitaban, comprobando su idoneidad y 
eficacia, además de abstenerse de proporcionar medicamentos que no hu-
bieren sido calificados previamente como idóneos en cada caso en particu-
lar.  Expediente 339-2012 CC, sentencia de 26-04-2012.  En similar sentido 
se profirió sentencia en el expediente 4024-2013 CC, de 28-02-2014. 

22	 Expediente 4177-2017 CC, sentencia de 14 de marzo de 2018.
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dos de estos mediante escrituras públicas falsas, lo que si bien, 
podría ser denunciado mediante un juicio ordinario de nulidad, 
durante el trámite de este podrían producirse nuevas transmisio-
nes de propiedad.  Derivado de ello y de la celeridad en el trámite 
del amparo, se ha optado por acudir directamente a esta garantía, 
la que se ha acogido en diferentes circunstancias. En el caso de 
que la falsedad sea evidente, se deja sin efecto el acto reclamado; 
sin embargo, cuando no hay plena certeza de esta, pero sí indicios, 
se ha dictado una sentencia que deja en suspenso el acto cuestio-
nado, por un período determinado “generalmente de dos años”. 
Es decir, es una sentencia que aun cuando firme, deja de surtir 
efectos cuando ha transcurrido el tiempo fijado, lapso en el cual 
se considera que los afectados podrán acudir a la jurisdicción ordi-
naria, habiendo preparado su demanda, recabado sus pruebas, ubi-
cado a la contraparte y así obtener en esa jurisdicción las medidas 
precautorias que garanticen su derecho y la sentencia que lo pro-
teja.23 Con lo antes puntualizado se evidencian particulares efectos 
distintos en la sentencia de amparo, que se reducen en el tiempo. 

3.6. Sentencias con directrices  
normativas (Sentencias estructurales)

La Corte de Constitucionalidad en sentencia de 26 de mayo de 
2017, estimó que el modelo original con el que se diseñaron 
los mecanismos procesales de control de constitucionalidad ha 
resultado insuficiente para dar solución a complejos conflictos 
constitucionales, dando lugar a sentencias atípicas, lo que tam-
bién se ha producido en el ámbito de resolución de amparos, por 
lo que consideró el surgimiento de “sentencias estructurales” las 
que se producen cuando se da el desconocimiento generaliza-
do, recurrente y grave de derechos humanos, comprobando que 
existen causas estructurales, que de modo sistemático producen 
ese déficit de derechos humanos.24   

23	 Tal criterio ha sido adoptado, entre otros en los expedientes 6139-2021, 
sentencia de 21 de marzo de 2022, 5580-2022, sentencia de 15 de diciem-
bre de 2022 y 353-2023, sentencia de 26 de julio de 2023. 

24	 Se menciona como referentes nacionales de sentencias atípicas las dictadas 
dentro de amparos aquellas que han otorgado protección a la colectividad, 
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La sentencia se dictó en un caso en el que se cuestionaba la 
concesión de bienes de dominio público sobre determinados ríos 
para la implementación de proyectos hidroeléctricos, sin haber 
realizado la consulta a la comunidad indígena q’eqchi que habita-
ba la región. La sentencia refirió que se han presentado reitera-
dos reclamos por el incumplimiento del proceso de consulta, así 
como la carencia de una Ley que lo regule, y por casi 10 años la 
Corte de Constitucionalidad ha realizado exhortativas al Congre-
so para que emita la ley de la materia, sin que se produzca.  De 
ahí que el Tribunal Constitucional estimó la existencia de un pro-
blema estructural que justificaba adoptar una sentencia estructu-
ral, en la cual se crearan “directrices normativas generales” para 
configurar pautas del procedimiento de consulta, para ese caso 
y los futuros.25 Este fallo diseñó el procedimiento que debería 
implementarse respecto del derecho de consulta de los pueblos 
indígenas. Sentencias de este tipo representan un desafío para el 
Tribunal en cuanto a su ejecución,26 ya que, en el caso concreto 
podrán rendirse los informes de cumplimiento, pero hay una se-
rie de aspectos que pueden tornarlo complejo.27

como es el caso del reclamo formulado a favor de personas con discapaci-
dad para el uso del transporte público, y por la actitud omisa de diseñar e 
implementar políticas y programas para prevenir el cáncer cérvico uterino.  
Ambos comentados con anterioridad. 

25	 Expedientes acumulados 90-2017, 91-2017 y 92-2017 CC, considerando 
XIV, página 109, sentencia de 26 de mayo de 2017.  

26	 Al respecto se ha señalado que “la emisión de una ley sobre consulta a 
pueblos indígenas es un mandato judicial por cumplir […] existen gran-
des desafíos en la fase de ejecución de las sentencias, a pesar del nivel de 
detalle ofrecido por la Corte para facilitar el cumplimiento especialmente 
en materia de consulta a pueblos indígenas, donde la evolución jurispru-
dencial muestra la exhaustividad de la CC para ordenar acciones concretas 
que de acuerdo a su criterio permitirán viabilizar el ejercicio del derecho 
por parte de sus titulares”. Víd. Contreras, Ana Gabriela, Debate sobre la 
necesidad de legislación nacional en materia de consulta:  Reflexiones desde 
el análisis de la jurisprudencia de la CC, Guatemala, Asociación de Investi-
gación y Estudios Sociales, ASÍES, Fundación Konrad Adenauer Stiftung, 
2020, p. 11, http://asies.org.gt/pdf/reflexiones_desde_el_analisis_de_la_ju-
risprudencia_de_la_c_c.pdf  

27	 La obligación de emisión de la ley por parte del Congreso de la República se 
ha reiterado en sentencias posteriores, como lo es la dictada en el expedien-
te 4785-2017, el 3 de septiembre de 2018 sin que a la fecha se haya emitido. 
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3.7. Sentencias de amparo con 
 efectos de inaplicación de leyes 

La Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad 
contiene dentro de los casos de procedencia del amparo, los que 
permiten cuestionar disposiciones normativas, “artículo 10 inci-
sos b) y d) de la Ley”.  

El primero pretende la declaratoria de que una ley, reglamen-
to, resolución o acto de autoridad no obligan al recurrente por 
restringir sus derechos28.  El segundo se refiere a casos en los cua-
les se dicte reglamento, acuerdo o resolución con abuso de po-
der, excediéndose en las facultades legales o careciendo de ellas.  

La procedencia del amparo cuestionando disposiciones nor-
mativas no es frecuente porque la vía específica para atacar leyes 
es la inconstitucionalidad, sin embargo, otro efecto de la sentencia 
de amparo ha sido la que cuando se basa en estos supuestos, pu-
diendo declarar la inaplicación de una disposición normativa. Se 
cuestionan normas en las que se reprocha que la autoridad cues-
tionada carece de competencia para dictarlas, como es el caso de 
un Acuerdo emitido por el director general de Aduanas por medio 
del cual autorizó la aplicación de tarifas por servicios extraordi-
narios, lo que se cuestionó al estimar que carecía de competencia 
para dictar tal normativa.  Se otorgó el amparo, pero los efectos se 
dirigieron únicamente en cuanto al amparista.29  Sin embargo, en 
otro caso, se ordenó al ente emisor derogar la norma al estimar 
que había sido dictada por carecer de facultades para emitirla.30

Los casos reseñados evidencian cómo, ha evolucionado el al-
cance de las sentencias de amparo y ante los diferentes reclamos 
se han pronunciado fallos con diferentes efectos en procura de 
alcanzar la protección reclamada. 

28	 Dentro del primer supuesto puede mencionarse el reclamo que un afiliado 
al seguro social formula porque habiendo cumplido el número de cuotas 
necesario para obtener la pensión y solo a la espera de contar con la edad 
para recibirla cobra vigencia una nueva ley que modifica los requisitos.  Ex-
pediente 883-2002 CC, sentencia de 9 de octubre de 2002.

29	 Expediente 138-95 CC, sentencia de 25 de septiembre de 1995.
30	 Expediente 124-93 CC, sentencia de 16 de marzo de 1994. 
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IV. Conclusiones

En el sistema jurídico guatemalteco el amparo ha superado los 
100 años de vigencia, toda vez que se introdujo a este con las 
reformas realizadas a la Ley Fundamental de 1921, y durante 
ese período su evolución evidencia una amplitud en cuanto a los 
efectos de la sentencia que lo otorga. Si bien la norma contenida 
en el artículo 49 de la LAEPyC prevé efectos de la sentencia de 
amparo, existen otros casos en los que se ha otorgado amparo, 
y derivado de la amplitud del ámbito de procedencia, también 
los efectos de este trascienden del caso concreto, las sentencias 
emitidas no encuadran exactamente en la previsión establecida 
en el artículo 49 de la LAEPyC, sino que derivan de su normativa 
integral y se han desarrollado jurisprudencialmente. La vigencia 
del amparo con base en la Constitución vigente se ha prolongado 
por casi cuarenta años, lapso en el cual se advierte que el alcance 
de estos fallos se ha ampliado. De esa cuenta, resulta interesante 
que, sin reforma a la Ley de la materia, se emitan fallos con efec-
tos generales o hacia una colectividad. 

Dentro de estas sentencias pueden mencionarse las emiti-
das por reclamos formulados por el Procurador de los Derechos 
Humanos en defensa de toda la población, sentencias que han 
protegido a una colectividad, y por ende a sus integrantes. Otro 
caso relevante es cuando se reconoce legitimación a todo ciuda-
dano para reclamar contra actos u omisiones que atentan contra 
la institucionalidad del Estado.  Las sentencias de amparo con 
directrices normativas, produjeron “sentencias estructurales” 
dictadas ante el reclamo de omisión del proceso de consulta a 
comunidades indígenas, emiten una serie de previsiones que de-
berían ser aplicables a todo procedimiento en el que se reproche 
que no se respetó el referido derecho. Lo antes reseñado permite 
apreciar la diversidad de sentencias que otorgan amparo “emi-
tidas durante la vigencia de la actual Constitución”, lo que ha 
venido a ampliar el ámbito de protección ante los reclamos que 
se presentan.
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